LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA
SANCIONA CON FUERZA DE
LEY
 

ARTICULO 1°: Modifícase el artículo artículo 36 de la Ley 5326 –Ley de Educación Privada de la Provincia de Córdoba  el que queda redactado de la siguiente manera:
 
“Art. 36°: En los casos de remoción o despido por causas distintas de las mencionadas en el artículo anterior, o en los que no existiera elaboración de sumario previo que  pruebe la existencia  de dichas causales, al despido o remoción se lo considerará sin justa causa y se aplicarán las disposiciones vigentes para los casos de "despidos sin expresión de causa" establecidas en la Ley de Contrato de Trabajo 20.744 o la que en el futuro la reemplace. Los pagos en concepto de indemnizaciones por despido y falta de preaviso estarán a cargo exclusivo del Instituto Privado. 

En estos casos el Director General dispondrá la quita del aporte estatal para el cargo que ocupaba el docente despedido.

Durante la vigencia de la quita del aporte estatal; en ningún caso podrá incrementarse el porcentaje, ni el monto total del aporte estatal, conforme a la autorización e incorporación vigentes al momento del despido incausado, con excepción de aquellos en los que se produjera crecimiento de cursos/grados por promoción o por avance. 

La entidad propietaria podrá solicitar nuevamente el reintegro del aporte estatal, objeto de la quita, o el cambio de sus condiciones de autorización o incorporación pasados los 30 meses de la disposición que así lo estableciere, siempre que se acrediten las condiciones previstas en los artículos 7 y 19 de la presente ley.

El Director General de la Dirección General de Institutos Privados de Enseñanza, a pedido de parte, mediante Disposición fundada, en casos excepcionales, y después de transcurridos 18 (dieciocho) meses de efectiva quita del aporte estatal, podrá disponer la remisión del mismo con anticipación al plazo originariamente dispuesto, a condición de que el empleador acredite el cumplimiento de todas sus obligaciones laborales y de la seguridad social.”
ARTICULO 2º: Comuníquese al Poder Ejecutivo Provincial
FUNDAMENTOS

Sra. Presidente:

El presente proyecto se funda en la necesidad de brindar protección legal a los trabajadores docentes, ante la situación que se viene dando en establecimientos privados adscriptos a la educación oficial, en los que se han producido despidos de docentes sin invocación de causa.

En el ámbito educativo provincial, los únicos casos de despidos sin invocación de causa pueden darse en la educación de gestión privada, habida cuenta de que en el ámbito oficial sólo puede darse a través de un sumario que compruebe las causas invocadas para el distracto laboral y garantizando el derecho a defensa del docente.

Por legislación Provincial y respetando la naturaleza del sector educativo de gestión privada, siempre se ha tendido a garantizar el derecho a enseñar y aprender (de alumnos, padres, instituciones y docentes), la viabilidad del sistema y la estabilidad en el empleo a través de distintas regulaciones del aporte económico estatal que perciben la mayoría de los establecimientos. 

Es así que mediante la ley de Educación Privada de la Provincia de Córdoba, el Estado Provincial garantiza el funcionamiento de institutos de enseñanza, creados por la iniciativa privada, que aseguren la formación integral del educando, la promoción, la difusión y transmisión de la cultura y el patrimonio común de los valores fundamentales de la nacionalidad, concorde con la tradición histórica. Esto se encuentra reflejado en la Ley Provincial 5326 en su artículo 1. 

La misma norma en su artículo 2 establece que “El Estado Provincial reconoce el derecho natural de los padres a elegir la educación para sus hijos y escoger con libertad los maestros o escuelas que la imparten; la facultad de las personas a crear institutos de enseñanza, y a estos, el derecho a la coparticipación económica en la educación; todo ello sin perjuicio del derecho del Estado a su regulación y control, al solo efecto de asegurar la conformidad de la enseñanza con los principios del bien común establecidos en la Constitución y las leyes .”
La ley 5326 organiza el Sistema Educativo de Gestión Privada estableciendo los requisitos para la adscripción (Titulo II); establece derechos, obligaciones y forma de designar al personal docente y regula lo referido a la estabilidad de los mismos (Título III), establece los mecanismos para el gobierno escolar  (Título IV), y establece el aporte económico estatal (Título V) como una garantía para sostener el sistema y asegurar el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución Provincial para padres, alumnos e instituciones. También impone obligaciones que las entidades deben cumplir para acceder a sus beneficios y sanciona con la pérdida del mismo a acciones que configuren incumplimientos a lo normado (art. 24)

Entre dichas causales, a los efectos de la ley vigente, no se encuentran contempladas expresamente situaciones fundamentales como las que derivan de los incumplimientos de las obligaciones laborales. Es así que sólo se limita a colocar en cabeza del empleador las indemnizaciones que derivan del despido. (art. 35 y 36 de la ley 5326)

Como puede observarse, la norma, no establece la pérdida del aporte estatal, para los casos de despido de docentes, limitándose a establecer la obligación de efectuar un sumario previo para los casos de despido con expresión de causa. 

Con la redacción actual de la norma, se legitima por vía indirecta decisiones que pueden implicar conductas arbitrarias en perjuicio de los trabajadores docentes.

La modificación del articulo citado de la norma vigente pretende eliminar esta falencia y evitar, despidos injustos cuya fundamentación pueda evadirse mediante el pago de una indemnización indirectamente favorecida por la existencia por el aporte estatal. 

Cabe señalar que esta normativa no altera ni cuestiona la potestad de los titulares de establecimientos educativos privados de administrar y dirigir los establecimientos de los que son parte. Toda esa relación se mantiene, como no puede ser de otra manera, dentro del imperio de la normativa de fondo establecida por la Ley 20744. 

En la actualidad la educación privada cumple un rol muy importante en la Provincia de Córdoba. 

En procura del beneficio general que implica la educación a la toda la sociedad, debería existir una regulación clara que fomente el principio de continuidad laboral brindando previsibilidad y seguridad a los docentes, desalentando los despidos sin invocación de causa. 

        Por las razones expresadas, es que se solicita la aprobación del presente proyecto de ley.-
